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Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido en
única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Nacional, entre
partes, de una, como demandante, don Francisco González Me~é~dez,
quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la AdmtDlstta·
ción Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado,
contra Resolución del Ministerio de Defensa de 20 de noviembre
de 1987, por la que se desestimó el recurso de reposición fonnulado
contra la Orden 1/1986, de 14 de enero, sobre percepción de haberes
como mutilado, se ha dictado sentencia con fecha 12 de junio de 1989,
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que 4esestimando el recurso contencioso-administrat~vo
interpuesto por don Francisco González Menéndez contra la Resoluclón
del Ministerio de Defensa, de 20 de noviembre de 1987, por la que se
desestimó el recurso de reposición formulado contra la Orden 1/1986,
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ORDEN de 17 de enero.Je 1990 pOr la que se conceden a
la Empresa «Abr-asadur, Sociedad Anónima») (expediente
B/388) Jos beneficiosfi"scaJes que establece la Ley 27/1984,
de 26 de Julío. sobre reconversión y reindustrialización.

de 14' de enero, ·debemos confirmar y confirmamos dicha Resolución
administrativa por estar ajustada a Derecho; sin hacer declaración sobre
costas.

Así, por esta - nuestra -sentencia, que se notificará haciendo la
indicación que prescribe el articulo 248,4, de la Ley Orgánica 6/1985; y
testimonio de la cual será remitido en su momento a la Oficina de
origen, a los efectos legales, junto con el expediente en su 'caso, lo
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de
1956, Y en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.° de la
Orden del Ministerio de Defensa 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que
se cumpla en sus propios ténninos la ~xpresada sentencia. ,

Madrid, 31 de enero de 1990.-P. D.; el Director general de Personal;
José _Enrique Serrano Martinei:.

Excmo. -Sr. General· Director de Mutilados.

MINISTERIO
DE ECONOMIA y HACIENDA

Ilmo. Sr.: Vista la Orden del Ministerio de Industria y Energía de 13
de octubre de 1989, por la que quedan aceptadas las solicitudes de
inclusión en la zona de urgente reindustrialización de Barcelona de la
Empresa «Abrasadur, Sociedad Anónima))(cipediente B/388) (número
de identificación fiscal A.08.731.101). al amparo de lo dispuesto en el
Real Decreto 914/1985. de 8 de mayo, prorrogado _por el Real Decreto
2538/1986. de 12 de diciembre. para la instalación en Castellbisbal de
una industria de-calderería y maquinaria de obras públicas. Todo ello de
confonnidad con el acuerdo del CQnsejo de''Ministros de fechal3 de
octubre de 1989;

Resultando que los expedientes que se tramitan. a .efectos de
concesión de beneficios, se han iniciado el 31 de mayo de 1988, fecha
en la que dichos beneficios se 'regian por la Ley 27/1984. de 26 de julio,
y Real Decreto 914/1985. de 8 de mayo;

Resultando que en el momento de proponer la concesión de
beneficios España ha accedido a las Comunidades Económicas Eur~

peas, de acuerdo con el Tratado de Adhesión de 12 de junio de 1985,
con virtualidad de sus efectos con fecha 1 de enero de 1986, cuyo
Tratado modifica -en esencia el régimen de concesión .de beneficios
fiscales solicitado, y que por otra parte la-Ley 3011985, de 2 de agosto,
ba derogado a partir de 1 de enero de 1986 el Impuesto General sobre
el Tráfico de las Empresas y el Jmpuesto de Compensación de
Gravámenes Interiores.

Vistos la Ley 27/1984. de 26 de julio; la Ley 30/1985. de 2 de a80sto, ,
sobre el Impuesto 4.el Valor 'Añadido; -la Ley 50/1985, de 23 de
diciembre; el Real Decreto.2586/1985. de 18 -de -diciembre «<Boletín
Oficial del Estado» de 1 'de enero, de 1'986). 'modificado por. el Real
Decreto 932/1986, de9de mayo (<<Boletín -oficNll·del Estado» del 13);
la Orden de 19 de marzo ,de 1986 (<<Boletin Oficial del Estado» del 21),
y demás disposiciones 'reglamentarias;

Considerando que la disposición transitoria1ercera de 'la Ley
50/1985, de 23 de diciembre, autoriza al Gobierno para adaptar.a dicha
Ley, en un plazo de seis meses; el régimen de las zonas de urgente
reindustrialización, manteniendo en todo caso los beneficios contenidos
en la citada disposición. durante el plazo establecido en el artículo 29 de
la misma;

Considerando que de acuerdo con la doctrina y práctica administra­
tiva la resolución de los~xpedientesdebe someterse a la tramitación que
estuviese vigente en la fecha de su iniciación, sin que ello sea
inconveniente para aplicar, -en cuanto a los beneficios fiscales, la
legislación en vigor en el momento de su concesión. que ha de surtir
efectos sobre hechos imponibles futuros,

Este Ministerio. a propuesta de la Dirección General de Tributos, de
conformidad con lo establecido en los artículos 26, 27, 28. 33 Y 34 de
la Ley 27/1984, de 26 de julio: en virtud de 10 establecido en el artículo
5.0 del Real Decreto 914/1985, de--9 de-mayo: Ley 50/1985, de '23 de
diciembre: Ley 30/1985. de 2eí- Jg(),'j~O_ )~ demás disposiciones regla­
mentarias, ha tenido a bien disponer:

Prirnero.-Con arreglo a las disposiciones' ,reglamentarias de cada
tributo. a las especificas del régimen que se deri\'a de la Ley 27/1984, de
26 de julio, y al procedimiento mdicado en la misma y en el Real
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ORDEN 413/38222/1990. de 31 de enero. por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Audiencia
Nacional, dictada con fecha 21 de octubre de 1989, en el
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don
César Barciela González, recurso comencioso-administra­
tivo número 316.987.

ORDEN 413/38223/1990. de 31 de enero. por la que se
dispone eJ cumplimiento deja sentencia de la Audiencia
Nacional, dictada con fecha 12 de junio de 1989, en el
recurso comencioso-aáminístrativo interpuesto por don
Francisco González Menéndez, recurso contencioso--admi·
nistrativo número 56.252.

of<Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el recurso
contencioso-administrativo interpuesto por la representación de don
Antonio Marzoa Martinez contra las Resoluciones del Ministerio de
Defensa de 26 de 3$05tO de 1986 y 28 de octubre de 1987. que
confirmamos por ser ajustadas a Derecho, sin que haya lugar a hacer una
expresa condena en costas.

Así, por esta nuestra sentencia, cuyo testimonio se remitirá, junto
con el expediente administrativo, a la Oficina de origen, a los efectos
legales, la pronunciamos, mandamos y finnamos.»

En su virtud. de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de
1956, y en uso de las facultades que me confiere el aniculo 3.0 de la
Orden del Ministerio de Defensa 54/1982, de 16 de marzo,-dispongo que
se cumpla en sus propios ténninos la expresada sentencia.

" Madrid, 31 de enero de 1990.-P. D., el Director general de Personal,
José Enrique Serrano Martínez.

Excmo. Sr. Director general-de la GuaÍdia,Civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido en
única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Nacional, entre
partes, de una, como demandante, don ,César Barciela González, quien
postula por sí mismo, y de otra, como demandada. la Administración
Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado. contra
Resoluciones del Ministerio de Defensa de 6 de abril y 26 de septiembre
de 1987, sobre continuación en el servicio activo, se ha dictado sentencia
con fecha de 21 de octubre de 1989, cuya parte dispositiva es como
sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por la representación de don César Barciela González contra
las Resoluciones del Ministerio de Defensa de 6 de abril y 26 de
septiembre de 1987, declarando que tales actos impugnados no son
confonnes a Derecho, y corno tal, los anulamos, declarando, asimismo,
el derecho del recurrente a continuar en servicio activo en el Ejército
hasta alcanzar la edad de retiro, a tenor de la Orden de 30 de octubre
de 1978, y sin hacer una expresa condena en costas.

Así, por esta nuestra sentencia, cuyo testimonio se remitirá, junto
con el expediente administrativo, a la Oficina de origen, a los efectos
legales, la pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de confonnidad con lo establecido en la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de
1956, y en uso de las facultades que me confiere el artículo 3. 0 de la
Orden del Ministerio de Defensa 54/1982, de 16-demarzo, dispongo que
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Madrid, 31 de enero de 1990.-P. D.; el Director general de Personal,
Jose Enrique Serrano Martínez.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Mando Superior de Personal.
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